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Resumen: En el presente artículo se aborda una dimensión no explorada en el debate acerca de 
la obligatoriedad del derecho al voto en Colombia: la posibilidad de una contradicción interna, aún 
no resuelta, en la formulación lingüística del artículo 258 de la Constitución Política de Colombia. 
Acudiendo a una investigación hermenéutica, anclada a la metodología de lege data, se plantea que, 
a pesar de que la Corte Constitucional de Colombia ponderó el carácter permisivo del voto, no dilu-
cidó, ni previó, las posibilidades deónticas que subyacen en la declaración lingüística del voto como 
derecho y deber ciudadano. Para demostrar que existe una contradicción interna en el artículo 258 
de la Constitución Política de Colombia, se articulan: la técnica y racionalidad legislativas, la lógica 
deóntica y el principio especial de contradicción. Con los resultados allegados se concluye acerca de 
la necesidad de una nueva propiedad jurídica emergente: la técnica legislativa constitucional.
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Permission vs. Duty: The Internal Contradiction in the Linguistic 
Formulation of the Right to Vote in Colombia

Abstract: This article addresses an unexplored dimension in the debate surrounding the mandatory 
nature of the right to vote in Colombia: the unresolved internal contradiction within the linguistic 
formulation of Article 258 of the Political Constitution. Drawing on hermeneutic research grounded 
in a de lege data approach, the paper argues that while the Colombian Constitutional Court balanced 
the permissive nature of voting, it failed to clarify or foresee the deontic possibilities underlying the 
linguistic declaration of the vote as both a citizen’s right and duty. To demonstrate the internal contra-
diction within Article 258, this study synthesizes legislative technique, legislative rationality, deontic 
logic, and the special principle of contradiction. Based on these findings, the analysis concludes by 
advocating for an emerging legal framework: constitutional legislative technique.

Keywords: Voting; contradiction; legislative rationality; permission; obligation.

Permissão vs. dever: a contradição interna na formulação 
linguística do direito ao voto na Colômbia

Resumo: O presente artigo aborda uma dimensão inexplorada no debate sobre a obrigatoriedade 
do voto na Colômbia: a possibilidade de uma contradição interna, ainda não resolvida, na formulação 
linguística do artigo 258 da Constituição Política. A partir de uma pesquisa hermenêutica, ancora-
da na metodologia de lege data, sustenta-se que, embora o Tribunal Constitucional da Colômbia 
tenha ponderado o caráter permissivo do voto, não elucidou nem previu as possibilidades deôn-
ticas subjacentes à declaração linguística do voto como direito e dever cidadão. Para demonstrar 
a existência de uma contradição interna no artigo 258 da Carta Política, articulam-se a técnica e a 
racionalidade legislativas, a lógica deôntica e o princípio especial de contradição. Com os resultados 
obtidos, conclui-se pela necessidade de uma nova propriedade jurídica emergente: a técnica legis-
lativa constitucional.

Palavras-chave: voto; contradição; racionalidade legislativa; permissão; obrigação.
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Introducción
En el poema titulado “El analfabeto político”, Ber-
tolt Brecht representaba al idiotēs griego (aquel ciu-
dadano que no participaba en la vida política de 
su comunidad) como aquel ignorante político que 
no conoce el precio de la vida, ni oye, ni habla de 
acontecimientos políticos.

Este analfabetismo político se ejemplifica a 
partir de los índices de abstención electoral. Para 
el año 2022, época en la que en Colombia se cele-
braron comicios de cara a la elección del presidente 
actual de la República, según cifras oficiales de la 
Registraduría Nacional, la abstención se situó en 
un 45.09  %, entonces, ¿he aquí un porcentaje de 
analfabetismo político? (Misión de Observación 
Electoral, 2022).

Existe una respuesta, con base a la lógica deón-
tica, que resulta opuesta a la categoría propuesta 
por Brecht: el abstencionismo electoral también 
implica el ejercicio del derecho al voto en modali-
dad de omisión. 

Esta circunstancia ocurre por la formulación 
lingüística del artículo 258 de la Constitución 
Política de Colombia que, en su primer renglón, 
determina: “El voto es un derecho y un deber ciu-
dadano”. Su redacción ejemplifica algunas de las 
características con las que desde la hermenéutica 
jurídica, se suelen detallar a los textos constitu-
cionales: su naturaleza abierta, indeterminada o 
imprecisa. 

La indeterminación del artículo 258 acontece 
en la medida en que al voto le atribuye un doble es-
tatus deóntico: derecho y deber (ciudadano), ¿pue-
den los ciudadanos colombianos votar?, ¿están 
obligados a votar? Las dos incógnitas ilustran una 
disyunción, el voto o es un permiso, o constituye 
una obligación. Su dimensión facultativa (como un 
derecho) abre el espectro a dos mundos posibles:  
i) salir a votar; ii) no salir a votar. Sin embargo, 
dada su naturaleza facultativa, en los dos mundos 
posibles el derecho es ejercitado. Al respecto, la 
lógica de la acción alude a que la omisión es una 
modalidad voluntaria del actuar. 

Por otro lado, la Corte Constitucional de Co-
lombia, a través de la Sentencia C-377 de 1997, 

delimitó el alcance del derecho al voto desde el 
punto de vista de los dos mundos posibles que pue-
den acaecer. Sin embargo, de la naturaleza dual del 
derecho al voto en Colombia persiste lo que aquí se 
asume como un problema central de investigación, 
¿existe una contradicción interna en el artículo 
258 de la Constitución Política de Colombia?

Para dar respuesta al problema, a través de una 
investigación hermenéutica, articulada con una me-
todología de lege ferenda, se hará una revisión del 
artículo 258 a partir de la lógica deóntica, o teoría 
general de los núcleos normativos. Las investigacio-
nes jurídico-hermenéuticas se caracterizan porque 
el objeto de estudio es el de delimitar el alcance para 
las normas jurídicas (Agudelo, 2018). Por supuesto, 
este tipo de investigaciones suelen ser necesarias 
cuando las normas jurídicas cuentan con alguna 
patología lingüística como vaguedad, ambigüedad, 
imprecisión, contradicción. A su vez, la metodolo-
gía de lege ferenda propende por la corrección, por 
vía legislativa, de las patologías internas a la norma-
tividad legal (Latorre, 2012). Con el empleo de esta 
metodología se propondrá, por necesidad, la exis-
tencia de una técnica legislativa constitucional. Ha 
de aclararse que sobre el objeto de estudio ya media 
la aplicación de la metodología de lege data, donde 
a partir de un criterio de interpretación judicial, se 
proyecta el alcance de la norma objeto de estudio. 
Sin embargo, la Sentencia C-377 no resuelve, ni es-
tima, la posibilidad de una contradicción interna en 
el artículo 258. 

De esta manera se realiza: i) un panorama so-
bre la obligatoriedad del voto en los sistemas jurí-
dicos latinoamericanos; ii) una correlación entre la 
técnica y la racionalidad legislativa, con el ánimo 
de demostrar que en el artículo 258 de la Cons-
titución Política de Colombia existe una irracio-
nalidad formal y, por lo tanto, una contradicción 
interna; iii) un análisis del principio especial de 
contradicción (interna); iv) una descripción de la 
interdefinibilidad de los operadores deónticos, con 
el propósito de demostrar que existe una contra-
dicción entre permiso contra el deber; v) la con-
tradicción interna que ostenta el artículo 258 con 
ayuda del cuadro de oposición de conceptos jurídi-
cos fundamentales propuestos por Hohfled.
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El voto más allá del deber 
ciudadano: panorama 
latinoamericano
La redacción original del artículo 258 de la Cons-
titución Política de Colombia aparece como un 
ejemplo más de la naturaleza indeterminada de las 
constituciones políticas. Formular el voto como 
derecho y deber (ciudadano) aparenta un rasgo de 
contradicción. Sin embargo, el adjetivo de deber se 
puede justificar teniendo en cuenta que el sufragio 
constituye el mecanismo predilecto para legitimar 
la democracia.

La democracia participativa constituye un me-
ridiano en el tránsito desde la democracia repre-
sentativa. Por ocasión de la segunda –democracia 
representativa– la participación del pueblo en las 
decisiones colectivas resulta indirecta. Aquí, el su-
fragio se emplea para la elección de representantes 
que deben actuar bajo el interés de los representa-
dos. En cambio, con la democracia participativa 
opera una intervención directa por parte del pue-
blo en la toma de decisiones públicas. Esta tran-
sición aconteció en la medida en que los estados 
declararon la fórmula de la soberanía popular, 

donde existen dos incógnitas cardinales: ¿Cuál es 
el fundamento del poder político? ¿Está subordi-
nada la soberanía popular a la soberanía jurídica? 
La respuesta a ambos interrogantes, mediada por 
la legitimidad racional-legal propuesta por Weber 
(2002), obra en la soberanía como fundamento del 
orden estatal, guiado por la constitución, y puesto 
en cabeza del pueblo. Esta fue la propuesta de las te-
sis acerca de la legitimidad legal racional: desplazar 
la soberanía del rey y direccionarla hacia el pueblo.

Luego, de la relación entre democracia parti-
cipativa y soberanía popular, sobresalen cuatro 
características:

	◾ Se encuentran fundamentadas en la ficción del 
contrato social.

	◾ Siempre se debe invocar al pueblo.

	◾ Su ejercicio es delimitado por una parte del pue-
blo (quienes practican el sufragio).

	◾ La última palabra obra en cabeza del pueblo (so-
beranía y poder constituyente).

Por ocasión de la soberanía popular, en conjun-
ción con la democracia participativa, emergieron 
formas de participación ciudadana:

Tabla 1. Formas de participación ciudadana

Participación política Participación administrativa

El derecho a conformar el poder político (artículo 40 de la Constitución 
Política de Colombia). Participación procedimental (derecho de petición).

El derecho a modificar el ordenamiento jurídico (artículo 374 de la 
Constitución política de Colombia).

Derecho a participar en la discusión de planes de desarrollo 
(artículo 342 de la Constitución Política de Colombia).

Fuente: elaboración propia.

Ahora, derivado del derecho a modificar el or-
denamiento jurídico, como forma de participación 
política y directa, emergieron los mecanismos de-
mocráticos de participación ciudadana. La nota 
común de estos es que para su vinculatoriedad se 
requiere el ejercicio del derecho al sufragio. ¿Y si 
los sufragantes no desean votar? He aquí uno de los 
puntos neurálgicos en la democracia participativa: 
el índice de abstención electoral. Para suplir esta de-
ficiencia han surgido, desde hace varios años, pro-
puestas como la de implementar la obligatoriedad 

del voto en Colombia (Caicedo, 2021, p. 2). Sus de-
fensores plantean, entre otros argumentos:

	◾ Existe un deber ciudadano de participación. Por 
lo tanto, el voto constituye una obligación cívica. 
Téngase en cuenta cómo en el modelo clásico de 
democracia griega, el idiotēs era aquel ciudadano 
no involucrado en los asuntos públicos. 

	◾ Con la obligatoriedad del derecho al voto se in-
crementaría la representación, generando mayor 
legitimidad sobre la opción o candidato elegido.
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	◾ Solidifica la inclusión política de aquellos pueblos 
usualmente marginados.

	◾ El voto obligatorio, al generar mayor participa-
ción ciudadana, fortalecería la gobernabilidad de 
quienes ejercen el mandato.

	◾ Los índices bajos de participación ciudadana afec-
tan la estabilidad democrática (Caicedo, 2021, p. 2).

El estatus del sufragio en los 
sistemas jurídicos latinoamericanos
En la mayoría de países del cono sur el voto se ha 
erigido en modalidad de obligación. Para ello, ante 
su incumplimiento se han delimitado diferentes 
modalidades de sanción:

Tabla 2. Estatus deóntico del voto en Latinoamérica

País Determinación normativa y semántica del voto Sanción por incumplimiento

Argentina
Aparece el deber de votar en cuantas elecciones 
nacionales fueren convocadas (artículo 6, Ley 8871 de 
1912).

•	 Sanción pecuniaria.
•	 Inhabilidad para desempeñar empleos públicos 

durante tres años.

Bolivia
Determina el voto directo, libre y obligatorio como parte 
de los principios del sufragio universal (artículo 3, Ley 
1246 de 1991).

•	 Sanción pecuniaria.
•	 Trabajo social (sanción simbólica).
•	 Inhabilidad para acceder a cargos públicos durante los 

90 días siguientes a la elección.

Brasil Aparece el voto como secreto, directo y obligatorio 
(artículo 18 de la Constitución Federal de 1988).

•	 Sanción pecuniaria.
•	 Inhabilitación para participar en concursos.
•	 Imposibilidad de obtener pasaporte.

Chile Incorporación reciente del voto obligatorio (Ley 21 524 
de 2022). •	 Aún no se han regulado.

Costa Rica Establece el sufragio como función cívica y obligatoria 
(artículo 93, Constitución Política). •	 Sanción económica.

Ecuador
Aparece el voto en doble connotación: como derecho y, 
luego, como deber para las personas mayores de 18 años 
(artículo 62, Constitución Política).

•	 Sanción económica (multa).

Honduras Deber de ejercer el sufragio (artículo 40, Constitución 
Política). •	 No determina sanciones.

México Establece el acto de votar en las elecciones como una 
obligación ciudadana (artículo 36, Constitución Política). •	 No se sanciona la abstención.

Paraguay
Determina el sufragio en triple connotación: derecho, 
deber y función pública (artículo 1, código electoral 
paraguayo).

•	 Sanción económica.

Perú
Establece la obligatoriedad del voto, pero se convierte 
en facultativo después de los 70 años (artículo 32, de la 
Constitución Política).

•	 Sanción económica.
•	 Imposibilidad de realizar actos notariales hasta tanto 

no se pague la multa.

Uruguay Determina que el voto es secreto y obligatorio (artículo 
77, Constitución Política).

•	 Sanción económica.
•	 Inclusión en la nómina de no votantes.

Fuente: elaboración propia.

La tabla muestra una tendencia, y es la obliga-
toriedad del voto en los sistemas constitucionales 
y electorales latinoamericanos. A su vez, pese al 
estatus de obligatoriedad, en algunos países no se 
sanciona la abstención de votar (México, Honduras 
y Chile). ¿Se debería implementar la obligatoriedad 

en el sistema constitucional colombiano? ¿Podría 
su implementación contrariar la formulación ori-
ginal del derecho al voto?

A favor de la implementación de la obligatorie-
dad del derecho al voto en Colombia sobresalen 
varios argumentos:
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	◾ Generaría una reducción en el índice de absten-
ción electoral.

	◾ La reducción de la abstención electoral requeriría 
de la implementación de sanciones severas.

	◾ Puede coadyuvar a que los pequeños partidos y 
movimientos políticos cuenten con mayor repre-
sentatividad (Bernal, 2021). 

	◾ Mejoraría la gobernabilidad.

	◾ Incrementaría la participación en la discusión de 
planes de desarrollo.

	◾ Se convertiría en el mecanismo de legitimación del 
poder político en Colombia (Caicedo, 2021, p. 6).

	◾ Podría reducir los índices de corrupción (Flórez, 
2019).

Sin embargo, si como sucede en el sistema 
constitucional colombiano, el voto también cons-
tituye un derecho fundamental, entonces la obli-
gatoriedad de este puede incrementar los índices 
de participación, pero la necesidad de votar puede 
generar un decrecimiento en la calidad de la par-
ticipación ciudadana. Es decir, si la obligación es 
votar, se puede depositar al azar, para cualquier 
candidato, con tal de cumplir con la obligación 
ciudadana (Caicedo, 2021, p. 3).

Adicionalmente, las discusiones sobre la obli-
gatoriedad del derecho al voto en Colombia no se 
pueden limitar al aspecto del abstencionismo elec-
toral. La discusión requiere una revisión, en clave 
deóntica, teniendo en cuenta que el sufragio apa-
rece en la calidad de derecho y deber. ¿Es esta una 
redacción imprecisa por parte de los asambleístas? 
¿Constituye una falta de empleo de técnica le-
gislativa? ¿Debería existir una técnica legislativa 
constitucional?

Técnica y racionalidad legislativa
La técnica legislativa existe como una disciplina 
de carácter prescriptivo, entre tanto, determina las 
reglas a través de las cuales las normas jurídicas, 
vistas desde una función preceptivo-imperativa, 
gozan de racionalidad (Granado, 2013, p. 173).

En complemento de la técnica, Díez (2001) 
ha definido a la racionalidad legislativa como la 

“capacidad para elaborar, en el marco del control so-
cial, una decisión legislativa, atendiendo a los datos 
relevantes de la realidad social y jurídica” (p. 502).

El control social al que alude la definición 
atiende a las concepciones sociológicas que ven en 
el derecho un mecanismo de control social (Silva, 
2022). Por lo tanto, la pregunta es si existe dentro 
del control social mediado por las normas jurídi-
cas, una técnica para motivar el comportamiento 
ciudadano. 

A su vez, dentro del modelo de racionalidad 
legislativa propuesto por Atienza (1997) existen, a 
juicio de Campos (2010), tres formas de hacer ope-
rativo el concepto de racionalidad legislativa:

	◾ Desde una visión sistémica, como el lugar que 
ocupa la ley dentro del sistema jurídico.

	◾ Desde una ley de mínimos, como las condiciones 
de racionalidad para la actividad del legislador.

	◾ Desde los resultados, la garantía de racionalidad 
de las leyes (Campos, 2010, p. 312).

Luego, desde la dogmática jurídica aparecen 
como elementos de la técnica legislativa:
a.	 Sujetos normadores, que alude a los agentes que 

deben redactar una norma jurídica (incluyendo 
las leyes, los contratos o las decisiones judiciales) 
(Granado, 2013, p. 176). En el modelo de raciona-
lidad legislativa propuesto por Atienza (1997) se 
trata del legislador como editor. 

b.	 Objetos normativos, donde se suelen ubicar a las 
normas jurídicas (no encasilladas únicamente en 
la actividad del legislador). A juicio de Grana-
do (2013, p. 177), aquí es donde existe la técnica 
legislativa.

c.	 Acciones normativas, donde se analizan las nor-
mas jurídicas en las fases de producción, interpre-
tación y aplicación. Es decir, transita desde su fase 
de producción (prelegislativa y legislativa) hasta 
su momento de aplicación (fase poslegislativa).

No obstante, si la técnica legislativa es una dis-
ciplina que subyace a la teoría de la legislación, 
entonces resulta necesario formular las siguientes 
distinciones:
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Tabla 3. Ciencia de la legislación y técnica legislativa

Teoría legislativa Metodología legislativa Política legislativa Técnica legislativa

Estudio sobre la 
funcionalidad de la ley como 
fuente del derecho.

Medios con los que se 
redactan las disposiciones 
legales.

Analiza la posibilidad de que las 
normas jurídicas generen impacto 
en la transformación social.

Analiza el carácter 
comunicacional de las normas 
jurídicas.

Fuente: elaboración propia, a partir de Granado (2013).

¿A que alude el carácter comunicacional de las 
normas jurídicas en la técnica legislativa? A la inte-
racción unidireccional entre dos de los elementos 
del proceso de creación de las leyes: el editor y los 
destinatarios. Si el legislador, quien funge como 
editor de un mensaje, pretende motivar el cumpli-
miento ciudadano hacia las normas jurídicas, debe 
procurar el empleo de un lenguaje preceptivo y 
claro para los destinatarios. 

Para dar cuenta de ello existe una relación de 
género a especie entre disciplinas, donde inicial-
mente la técnica legislativa hace parte de la de-
nominada ciencia de la legislación. Su objeto se 
encuentra relacionado con el proceso de produc-
ción de las normas jurídicas. Como especie, la 

técnica legislativa está direccionada hacia lograr 
“una mejor comprensión del texto legislativo redu-
ciendo el área de incertidumbre, de indetermina-
ción y de ambigüedad” (López, 1992, p. 179). Por lo 
tanto, la técnica legislativa “atiende a la regulación 
de una correcta redacción del texto legislativo” 
(López, 1992, p. 179).

Para garantizar una redacción correcta del tex-
to legislativo, la técnica suele precisar el análisis 
de las anomalías que se presentan en el lenguaje 
legal. Es de aclarar que una de las características 
en el lenguaje legal que emplea el legislador es la 
del uso del lenguaje en función prescriptiva. Para 
López (1992), las anomalías se pueden presentar en 
las siguientes modalidades:

Figura 1. Anomalías en la redacción de textos legales

Problemas ortográficos. Problemas semánticos 
(oscuridad y polisemia).

Problemas estilísticos 
(ausencia de claridad y 

brevedad).

Problemas estructurales 
(ausencia de coherencia en 

la construcción de 
párrafos).

Fuente: elaboración propia, a partir de López (1992).

Desde luego, estas anomalías pueden afectar el 
proceso comunicativo que deriva del mensaje im-
plícito en la legislación.

Teniendo en cuenta la relación género-especie 
que existe entre la ciencia de la legislación y la ra-
cionalidad legislativa, ¿está la técnica legislativa 
direccionada al contenido o al procedimiento?

Existe una distinción entre técnica legislativa 
formal y política legislativa. La primera se enfoca 

en el procedimiento que existe para la creación de 
las leyes. La segunda, en el contenido de las leyes 
dentro de su proceso de elaboración (Pérez, 2007, 
p. 17).

En el contenido del artículo 258 de la consti-
tución política de Colombia se presenta una ano-
malía en modalidad de problema estructural, entre 
tanto, la redacción del voto en modalidad de dere-
cho y deber genera un problema de incoherencia 
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interna. ¿Establece la constitución política de 1991 
una técnica legislativa?

Sobre la posibilidad de una técnica 
legislativa constitucional
No es usual que las constituciones políticas intro-
duzcan reglas de técnica legislativa. En el caso de 
Colombia, a juicio de Rivera (2017), existe inclu-
sión por vía de reglas procedimentales (técnica le-
gislativa formal). Siendo así, el autor anota como 
reglas de la técnica legislativa insertas en la Cons-
titución Política de Colombia las siguientes:

	◾ Procedimiento legislativo (artículo 157).

	◾ El principio de unidad de materia (artículo 158).

	◾ La correspondencia entre el título y el contenido 
de las leyes (artículo 169).

Sin embargo, ha de cuestionarse si estas son re-
glas de técnica legislativa, desde el punto de vista 
que constituye una disciplina orientada al proce-
so comunicativo que subyace al modo precepti-
vo en el que son formuladas varias de las normas 
jurídicas.

De manera alterna, propongo una hipótesis 
auxiliar, que cuando las constituciones políticas 
determinen el principio de superioridad jerárqui-
ca constitucional, opere la institucionalización 
de la validez jurídica. Como efecto aquí se insti-
tucionaliza, en segundo orden, la racionalidad 
jurídico-formal como criterio útil para medir la 
redacción coherente de las disposiciones legales. 
Pero este parámetro, que es de técnica legislativa, 
opera según una relación infrajerárquica (de la 
constitución a las normas que se disponen debajo 
de ella).

Para Atienza (1997), la racionalidad jurídi-
co-formal deriva en una relación entre editor y 
destinatario. A su vez, para comprender el rasgo 
formal dentro de este nivel de racionalidad, es ne-
cesario aludir al concepto de ordenamiento jurídi-
co donde existe un comportamiento como sistema 
entre sus elementos: las normas jurídicas. Desde 
luego, todo sistema se caracteriza por la interac-
ción entre sus elementos, desde la racionalidad 
jurídico-formal debe entenderse que existen in-
teracciones, mediadas por la interpretación legal, 

entre las disposiciones legales. De ahí que argu-
mente Atienza (1997), “el fin de la actividad legis-
lativa es la sistematicidad, esto es, el que las leyes 
constituyan un conjunto sin lagunas, contradic-
ciones ni redundancias” (p. 32). Desde luego, con 
la ausencia de estas anomalías se propende por la 
seguridad jurídica. 

A su vez, con la ausencia de irracionalidad for-
mal se pretende la no degradación en la estructura 
del ordenamiento jurídico. Esta erosión, a juicio de 
Atienza (1997), acontece por dos posibilidades:

	◾ Por incumplimiento en alguno de los pasos del 
proceso de elaboración de las leyes.

	◾ Por la generación de lagunas y contradicciones 
como “criterios ajenos a la lógica” (Atienza, 1997, 
p. 33).

De esta manera, la ausencia de racionalidad 
formal, aplicada a la técnica legislativa, aconte-
ce por la forma o el contenido de la formulación 
lingüística de la legislación (similar a la dualidad: 
validez formal, validez sustancial).

Luego, para Atienza (1997) la racionalidad ju-
rídico-formal presupone a la racionalidad lingüís-
tica. Las anomalías relacionadas con el contenido 
de los textos jurídicos pueden afectar su claridad 
(p. 33).

Sin embargo, la conclusión es recurrente, la no 
contradicción, como mandato, emana de la cons-
titución hacia las normas de rango inferior. Por lo 
tanto, el criterio de racionalidad, abordado desde 
la técnica legislativa, es top-down. Pero, no existe 
precisión sobre la irracionalidad que puede ema-
nar del campo de las contradicciones internas, ya 
que la dogmática jurídica se ha limitado al análisis 
de las contradicciones externas.

En mérito de lo dicho, las constituciones, de la 
mano del principio de superior jerárquica cons-
titucional, implementan el mandato de no con-
tradicción como criterio de redacción de textos 
jurídicos; en este caso: las leyes. Pero labora desde 
el criterio de contradicción externa. ¿Existen las 
contradicciones internas? ¿Debería existir una téc-
nica legislativa constitucional?

Para Rivera (2017) estas preguntas se asemejan, 
analógicamente, a la cuestión de si la interpretación 
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constitucional es un caso especial de la hermenéuti-
ca jurídica. Por lo tanto, se trata de determinar si la 
técnica legislativa constitucional ha de constituir un 
caso especial dentro de la técnica legislativa (p. 50).

Rivera (2017) plantea que esta denominación 
resultaría fútil en aquellos sistemas jurídicos don-
de las enmiendas constitucionales no ocurren a 
menudo. Sin embargo, valdría la pena analizar si 
la técnica legislativa constitucional, yendo más allá 
de su naturaleza lexicográfica, podría ser exten-
dida al campo de las asambleas constitucionales, 
entre tanto, como es un lugar común en la inter-
pretación constitucional, las constituciones po-
líticas suelen ser los textos jurídicos provistos de 
mayor indeterminación, imprecisión y anomalías. 

Las contradicciones internas: el 
principio especial de contradicción
Dentro de la técnica legislativa orientada al conte-
nido, y no al procedimiento, se ubicaron algunas 
anomalías que suele ostentar el lenguaje legal. Una 
de ellas son los problemas estructurales, relaciona-
dos con la ausencia de coherencia en la construc-
ción de párrafos dentro de los textos legales. 

En la lógica de los sistemas jurídicos se suele 
definir a la coherencia en términos de ausencia de 
contradicción. Por lo tanto, los sistemas jurídicos 
son coherentes en la medida en que no reportan 

antinomias. Por supuesto que la apuesta no sobre-
pasa el umbral de ideal. 

Por otro lado, gracias al modelo de racionali-
dad legislativa propuesto por Atienza (1997), existe 
la irracionalidad formal, en la medida en que de los 
sistemas jurídicos emerjan lagunas o contradiccio-
nes. Aquí es conveniente distinguir las tipologías 
de contradicción que pueden acontecer al interior 
de los sistemas jurídicos.

Las contradicciones normativas son especies 
legales de la formulación del principio lógico de 
no contradicción. Como sugiere Máynez (1951) 
el principio requiere ser distinguido desde dos 
paralelos:

	◾ Desde la lógica en general.

	◾ Aplicado a la lógica jurídica.

Desde la lógica en general se señala que dos 
principios que se contradicen no pueden ser am-
bos verdaderos al mismo tiempo. Luego, aplicado 
a la lógica jurídica da el siguiente resultado: “Dos 
normas de derecho contradictorias no pueden am-
bas ser válidas” (Máynez, 1951, p. 27). 

Entre tanto, las normas jurídicas no consti-
tuyen juicios, pues de ellas no es posible predicar 
verdad o falsedad, de ellas se predica su validez o 
invalidez. Así que se reemplazan los valores apo-
fánticos por valores deónticos:

Tabla 4. De los valores apofánticos a los valores deónticos

Principio Enunciación Lo que se predica

Contradicción en la lógica en general. Dos juicios que se oponen no pueden ser 
ambos verdaderos. Verdad/falsedad (juicios apofánticos).

Contradicción en la lógica jurídica. Dos normas que se contradicen no pueden 
ser ambas válidas. Validez/invalidez (valores deónticos).

Fuente: elaboración propia.

Luego, en la lógica en general se evidencia la 
contradicción cuando “entre dos juicios uno atri-
buye y el otro niega a un mismo objeto la misma 
determinación” (Máynez, 1951, p. 31). En la lógica 
aristotélica, esta situación equivale a la oposición 
entre juicios según su calidad (juicio afirmativo 
contra el juicio negativo) (Máynez, 1951, p. 31).

Pasando al campo de la lógica jurídica, y de 
manera general, “dos preceptos jurídicos se con-
tradicen cuando – en iguales circunstancias – uno 
prohíbe y el otro permite a un sujeto la misma con-
ducta” (Máynez, 1951, p. 31) Aquí, la prohibición 
constituye la negación de la permisión (existe una 
oposición atendiendo a la calidad).



10 O. A. Agudelo Giraldo

Prolegómenos  ■  Vol. 29(57)

¿A que equivalen las circunstancias a las que alu-
de García Máynez? A los ámbitos de validez. Sin la 
presencia de ellos no se configura el efecto de la apli-
cación del principio de contradicción en los casos de 
antinomias y conflictos normativos. Estos ámbitos 
son de tipo material, personal, espacial y temporal.

Dentro del ámbito material se examina al tipo 
de conducta que se encuentra determinada al inte-
rior de las normas jurídicas que se contradicen. El 
tipo de conducta deriva de la aplicación de los ope-
radores deónticos; en este caso: permisión, prohi-
bición y obligación. 

De esta manera, con el empleo de los operado-
res deónticos sobresalen dos formas iniciales de 
contradicción:

	◾ Permitir y prohibir, una misma acción, al mismo 
tiempo.

	◾ Prohibir y ordenar, una misma acción, al mismo 
tiempo.

Desde luego, para determinar si se configura el 
ámbito material de contradicción se ha de emplear 
la interpretación en abstracto.

En el ámbito personal de validez se examina 
la correspondencia unívoca que debe existir entre 
los destinatarios de las normas que se contradi-
cen según el criterio material. Por lo tanto, si las 
dos normas opuestas no se dirigen a los mismos 

destinatarios, se descarta la presencia de una con-
tradicción normativa. 

Por último, los conocidos ámbitos espacial y 
temporal imponen un doble imperativo para la 
existencia de contradicciones normativas:
a.	 Debe ser entre normas de un mismo sistema legal.

b.	 Ambas normas deben contar con vigencia (ámbi-
to temporal).

Con la conjugación de los ámbitos de validez 
sobresalen dos formas genéricas de enunciar el 
principio jurídico de contradicción:

Primera enunciación: “Dos normas jurídicas 
son contradictorias cuando una permite y la otra 
prohíbe a un sujeto una misma conducta en condi-
ciones iguales de espacio y tiempo” (Máynez, 1951, 
p. 33).

Segunda enunciación: “Si una norma jurídica 
prohíbe y la otra ordena a un sujeto el mismo acto, 
en iguales condiciones de espacio y tiempo, esas 
normas se oponen contradictoriamente, porque la 
segunda permite en forma tácita lo que la primera 
prohíbe de modo expreso” (Máynez, 1951, p. 33).

Empero, con la conjugación de los cuatro ám-
bitos de validez las posibilidades de contradicción 
normativa se reducen a una. Para dar cuenta de 
ello, podemos recurrir a la construcción de un 
cuadro de presencias y ausencias:

Tabla 5. Ámbitos de validez y contradicción normativa

Ámbito material Ámbito personal Ámbito espacial Ámbito temporal Resultado

Posibilidad 1    X
Inexistencia de 
contradicción por ausencia 
de ámbito temporal.

Posibilidad 2   X 
Inexistencia de 
contradicción por ausencia 
de ámbito espacial.

Posibilidad 3  X  
Inexistencia de 
contradicción por ausencia 
de ámbito personal.

Posibilidad 4 X   
Inexistencia de 
contradicción por ausencia 
de ámbito material.

Posibilidad 5     Contradicción normativa.

Fuente: elaboración propia.
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En síntesis, para que se manifieste una contra-
dicción normativa auténtica se tienen que configu-
rar los requisitos de los cuatro ámbitos de validez.

Por otro lado, García Máynez (1951) determi-
naba una forma general y otra especial del princi-
pio lógico-jurídico de contradicción:

	◾ La contradicción que se presenta entre dos nor-
mas jurídicas, denominada como la contradicción 
externa, o el principio general de contradicción.

	◾ La contradicción que ocurre dentro de una mis-
ma norma jurídica, denominada como la con-
tradicción interna, o el principio especial de 
contradicción.

Hasta esta línea la redacción del artículo 258 de 
la Constitución Política de Colombia puede ser re-
presentada como un caso de contradicción interna. 
Sin embargo, no se encuadra en las dos tipologías 
del ámbito material de validez (permiso contra la 
prohibición – obligación contra la prohibición).

¿Las modalidades de contradicción, desde el 
punto de vista del ámbito material de validez, se 
reducen a la tensión entre permiso contra la prohi-
bición y obligación contra la prohibición?

Existe un ensanchamiento, en el ámbito mate-
rial de validez, para las contradicciones normati-
vas. Siendo así, se amplían a cuatro tipologías:

Primera: tener y no tener el deber. 
Segunda: tener y no tener el derecho. Equivale a 

la tensión entre la prohibición contra la permisión 
de la misma conducta.

Tercera: tener el derecho de no hacer y el de-
ber de hacer. Esta modalidad se presenta cuan-
do el aspecto facultativo del permiso se enfrenta 
a la obligación de hacer la misma conducta que 
inicialmente es facultativa. Este es el caso de la 
terminación lingüística del derecho al voto en 
Colombia.

Cuarta: tener el derecho de hacer y el deber de 
no hacerlo. Ocurriría cuando a un mismo sujeto, 
en las mismas condiciones espacio-temporales, 
una norma le otorga el permiso de ejecutar una 
acción y otra norma determina que existe la obli-
gación de no realizar esa misma acción.

La clave en el criterio material 
de contradicción: los operadores 
deónticos
La formulación lingüística del artículo 258 de la 
Constitución Política de Colombia presenta lo que 
se puede considerar como una contradicción inter-
na, derivada de la oposición entre tener el derecho 
(que posibilita su omisión) y, al mismo tiempo, el 
deber ciudadano. Para dilucidar cómo este fenó-
meno, desde el punto de vista del ámbito material 
de validez, configura una contradicción interna y, 
por lo tanto, un problema de irracionalidad for-
mal, se requiere detallar la lógica de los operadores 
deónticos. Al respecto, una redacción depurada, y 
bajo el uso correcto de los operadores deónticos, se 
vuelve una condición para la certeza o seguridad 
jurídica. El uso adecuado de los operadores deón-
ticos dentro de la actividad legislativa se convier-
te en un asunto de sintaxis normativa (Gutiérrez, 
2015, p. 173).

La lógica deóntica, o teoría general de los nú-
cleos normativos, se ocupa del análisis interno de 
las normas jurídicas (como si estas fuesen un áto-
mo). Para ello, en la lógica deóntica se alude a los 
operadores como el carácter que la conducta regla-
da le da a las normas jurídicas. En este caso, una 
norma permisiva implica la determinación de un 
derecho. 

Para dilucidar la relación entre operadores se 
suele interpretar a la lógica deóntica como una ex-
tensión de la lógica modal.

Tabla 6. Operadores modales y operadores deónticos

Lógica modal Lógica deóntica

Posible Permiso

Necesario Obligación

Imposible Prohibición

Fuente: elaboración propia.

A su vez, desde una lógica de la acción, se puede 
decir que cada una de las modalidades deónticas 
refleja modalidades de la acción. Siendo así:
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	◾ El permiso implica la oportunidad de hacer o no 
hacer (acto o abstención). Por lo tanto, tiene un 
carácter disyuntivo (Burgoa, 2011, p. 62). 

	◾ La obligación, según la doctrina del derecho de 
las obligaciones, puede corresponder a un hacer 
o no hacer. Sin embargo, al contrario del permi-
so, las dos modalidades de la obligación deben ser 
determinadas por el derecho positivo.

	◾ La prohibición es reductible a una obligación de 
no hacer (la abstención como un deber). Por lo 
tanto, la distinción entre las acciones de no hacer 
en modalidad de obligación, o en modalidad de 
prohibición, opera en el efecto legal que se le apa-
reja, encontrando como un caso especial el de los 
tipos penales que sancionan el incumplimiento 
de abstenciones a través de penas privativas de la 
libertad.

Luego, explica Burgoa (2011), la doble natura-
leza del permiso (acto o abstención) se diferencia 
desde el punto de su doble destinatario: la ciudada-
nía y el Estado (y sus autoridades). En ese sentido, 
los permisos tienen un carácter abierto para la ciu-
dadanía, pues tiene la oportunidad de hacer o no 
hacer. En cambio, para el Estado el permiso tiene 
un carácter estricto, y solo se puede hacer aque-
llo que la ley, de manera taxativa, permite hacer. 
De ahí que existan: i) el principio de prohibición; 
 ii) el principio de prohibición invertido (principio 
de legalidad constitucional). 

Por la naturaleza facultativa de los permisos 
se dice que de la inexistencia dual tanto de una 

norma jurídica que prohíba una acción, como de 
otra norma jurídica que permita textualmente  
la misma acción, se infiere un permiso débil. De la 
asunción de esta modalidad del permiso se infiere 
el principio de prohibición, donde la conducta no 
prohibida jurídicamente se encuentra permitida 
en sentido débil (Ruíz, 2018). En cambio, por voca-
ción del principio de legalidad constitucional para 
las autoridades del Estado, solo puede existir el 
permiso en modalidad fuerte, es decir, a la autori-
dad estatal solo le está permitido hacer aquello que 
la ley textualmente le ha autorizado. Por lo tanto, 
de ahí sobreviene una inversión del principio de 
prohibición, que indica que lo no jurídicamente 
prohibido se encuentra permitido (solo para la au-
toridad del Estado).

¿Cómo identificar los operadores deónticos al 
interior de las disposiciones legales? Para Burgoa 
(2011), la legislación bifurca en: i) disposiciones 
deónticas; ii) disposiciones constitutivas. A gran-
des rasgos, las disposiciones constitutivas deter-
minan una definición. Las disposiciones deónticas 
determinan una prohibición, obligación o permi-
sión. De esta manera, sobre las disposiciones cons-
titutivas no se predica cumplimiento. 

Luego, las disposiciones deónticas se subdivi-
den entre disposiciones atributivas y prescripti-
vas. Las primeras confieren derecho, potestades 
o facultades. Las segundas, al prescribir compor-
tamiento, imponen obligaciones o prohibiciones 
(Burgoa, 2011, p. 69).

Esta bifurcación se puede representar en moda-
lidad de ramificación, así:
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Figura 2. Bifurcación de las disposiciones deónticas

Nota: dd = disposiciones deónticas, dc = disposiciones constitutivas, dd = disposiciones descriptivas, df = definiciones, da = disposiciones 
atributivas, dp = disposiciones prescriptivas, Per = operador deóntico de permisión, Obl = operador deóntico de obligación, Pro = 
operador deóntico de prohibición. 
Fuente: elaboración propia, a partir de Burgoa (2011).

La interdefinibilidad de los 
operadores deónticos
Cuando se presenta un permiso débil esta situa-
ción se traduce como la ausencia de prohibición 
expresa, he ahí el carácter interdefinible de los ope-
radores deónticos. La interdefinibilidad obedece a 

un fenómeno tautológico, donde los operadores 
equivalen a “tres modalidades del deber” (Gutié-
rrez, 2015, p. 174). Esta tautología se desprende de 
la aplicación del cuadro de oposición de Apuleyo 
en el cuadro de oposición deóntico. Para esto, se 
modifican los tipos de juicio dispuestos en el cua-
dro de Apuleyo por los operadores deónticos, así:

Tabla 7. Del cuadro de Apuleyo al cuadro de oposición deóntica

Universal afirmativo. Obligación de hacer.

Universal negativo. Prohibición (obligación de no hacer).

Particular afirmativo. Permisión.

Particular negativo. Permisión de no hacer (abstención).

Fuente: elaboración propia.

Al ubicar los operadores deónticos en la estruc-
tura original en la que se ubican los cuatro tipos 

de juicio, se obtiene como resultado el cuadro de 
oposición deóntica: 
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Figura 3. Cuadro de oposición deóntica

Obligatorio 
hacer

Permi�do no 
hacer

Prohibido

Permi�do

Fuente: elaboración propia, a partir de Puigarnau (1978).

De esta manera, de los tres operadores deón-
ticos subsisten las mismas cuatro reglas de oposi-
ción que presenta el cuadro de Apuleyo:

	◾ Contrariedad: se presenta entre la acción de or-
denar hacer y la acción de prohibir. Desde luego, 
las prohibiciones son reductibles a obligaciones 
de no hacer. Aquí, la contrariedad implicaría la 
determinación normativa donde es obligatorio 
hacer y no hacer, al mismo tiempo, una misma 
acción.

	◾ Subalternación: en la lógica aristotélica existe 
la relación entre conceptos que son especie de 
otros. Este es el caso de los juicios universales y 
los juicios particulares. Siendo así, la permisión 
se presenta como una especie de la obligación de 
hacer, en la medida en la que el legislador obliga 
porque tiene presente que los destinatarios de la 
ley tienen la facultad para hacer aquello que la ley 
ordena. Este es el caso del poder como capacidad 
al que alude la lógica de la acción (complementar) 
A su vez, si la prohibición se entiende como una 
obligación de no hacer, su especie, la permisión 
de no hacer, indica que está permitido omitir (el 
caso de la abstención).

	◾ Subcontrariedad: aquí hay oposición entre espe-
cies. Por lo tanto, la permisión de hacer contraría 
la permisión de no hacer (abstención u omisión).

	◾ Contradicción. La ley que obliga a hacer entra en 
contradicción con otra ley que permite no hacer 

la misma acción, al mismo tiempo. Adicional-
mente, una conducta no puede estar permitida y 
prohibida a la vez: 
Por lo anterior, sobrevienen dos precisiones:

a.	 Con el cuadro de oposición deóntica se refle-
jan dos de las modalidades de la contradicción 
normativa: prohibición contra el permiso, y 
obligación de hacer contra al permiso (desde el 
punto de vista de su abstención, este es el caso de  
la formulación lingüística del derecho al voto  
en la Constitución Política de Colombia).

b.	 Las posibilidades de contradicción, contrariedad, 
subcontrariedad y subalternación entre operado-
res deónticos también puede ser presentada en 
términos de modalidad alética. Como ya se ha re-
señado, las equivalencias son la obligación como 
una modalidad de la necesidad, la prohibición 
como una modalidad de la imposibilidad, y la 
permisión como una modalidad de la posibilidad.

De esta forma, existe una contradicción nor-
mativa cuando una misma acción es declarada 
como necesaria (obligación) y posible (en alusión 
a la posibilidad de omitir). También opera cuan-
do una misma acción es declarada como posible 
e imposible al mismo tiempo (permiso contra la 
prohibición). Por lo tanto, existe una contradicción 
interna en el artículo 258 de la Constitución Polí-
tica de Colombia.
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¿Contradicción interna en el artículo 
258 constitucional? La Sentencia 
C-337 de 1997 y el cuadro de 
oposición entre conceptos jurídicos 
de Hohfled
En el año 1997, la Corte Constitucional de Colom-
bia realizó una revisión judicial sobre la objeción 
que el presidente de la República ejerció en contra 
de un proyecto de ley con el que se pretendía otor-
gar estímulos para los sufragantes. En el proyecto 
se otorgaban, entre otros beneficios:

	◾ Ante la posibilidad de existencia de casos de em-
pate para quienes aspirasen a ingresar a institu-
ciones públicas o privadas de educación superior, 
se daba prelación a quien hubiese ejercido el de-
recho al voto.

	◾ Rebaja de un mes en la prestación del servicio mi-
litar, por el acto de haber ejercido el voto.

	◾ Preferencia, en caso de empate, para quienes apa-
reciesen en la lista de elegibles para ocupar un 
empleo de carrera del Estado.

	◾ Predilección en la adjudicación de becas.

La objeción expuesta por el presidente fue jus-
tificada ante una aparente violación del derecho a 
la igualdad. Al revisar las objeciones hechas por 
el presidente, la Corte Constitucional delimitó el 
alcance del derecho al voto en Colombia. De esta 
manera, la Corte Constitucional precisó que, en la 
doble connotación del artículo 258 de la Consti-
tución Política de Colombia (voto como derecho 
y deber ciudadano), la parte facultativa implica 
la oportunidad ciudadana de ejercer el sufragio y, 
obliga a las autoridades electorales a coadyuvar en 
el ejercicio de este derecho. 

De su naturaleza como derecho, argumentó la 
Corte, se genera la protección del abstencionismo. 
No es posible la intervención legislativa tendiente 
a sancionar el acto libre de no votar, “el sufragante 
conserva en todo caso el derecho de abstenerse de 
votar” (sentencia C-145, 1994, p. 42).

Para ello, resume la Corte, empleando el cuadro 
de oposición entre conceptos jurídicos expuestos 
por Hohfeld (2004), tener una potestad (derecho) 

genera el no derecho como expresión correlativa. 
El no derecho implica la imposibilidad de interferir 
en el acto de no votar (abstención). Para la Corte, 
modificar la relación de correlatividad implicaría 
afectar el núcleo esencial del derecho a votar. Sin 
embargo, la relación no es de correlatividad, es de 
conceptos jurídicos opuestos.

Hohfeld (2004), a partir de dos operadores 
deónticos (derecho y deber) encontró lo que algu-
nos denominan el mínimo común denominador del 
derecho:

Tabla 8. Conceptos jurídicos opuestos 

Conceptos jurídicos opuestos

Derecho subjetivo. No derecho.

Privilegio. Deber.

Potestad. Incompetencia.

Inmunidad. Sujeción.

Fuente: elaboración propia.

Tabla 9. Conceptos jurídicos correlativos

Conceptos jurídicos correlativos

Derecho subjetivo. Deber.

Privilegio. No derecho.

Potestad. Sujeción.

Inmunidad. Incompetencia.

Fuente: elaboración propia.

Las relaciones pueden ser entendidas de ma-
nera bidireccional. Por ejemplo, toda persona 
que goza de un derecho, o potestad, genera para 
los demás la inexistencia de un derecho a interfe-
rir (relación de oposición). O quien goza de una 
inmunidad no está sujeto a los mandatos de otro 
(sujeción). La relación entre conceptos jurídicos co-
rrelativos también puede ser entendida de manera 
bidireccional, quien goza de inmunidad genera la 
incompetencia, para otros, sobre su juzgamiento. 
O quien goza de un derecho genera el deber, para 
terceros, de respetar su ejercicio legítimo (relación 
de correlatividad). 

De esta manera, ampliando el alcance a la 
subregla dada por la Corte Constitucional de 
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Colombia, es posible sostener que, si el voto apa-
rece determinado en el artículo 258 como un de-
recho, en una relación de oposición no existe el 
derecho a interferir en la elección libre de ejercitar 
o no el derecho (conceptos jurídicos opuestos); y si 
el voto es un derecho, existe el deber de garantizar 
su ejercicio (conceptos jurídicos correlativos).

Luego, el análisis de los dos conceptos jurídicos 
fundamentales (derecho y deber) fue reconstruido 
por Williams (1956) a través del cuadro de relacio-
nes jurídicas:

Figura 4. Oposición entre conceptos jurídicos funda-
mentales

Fuente: elaboración propia, a partir de Lozada (2016, p. 5).

Mientras que las flechas verticales representan 
la relación de correlatividad, las diagonales aluden 
a las relaciones de oposición. Sin embargo, se po-
dría agregar que existe una relación unidireccio-
nal de correlatividad; es decir, que para un mismo 
sujeto una posición jurídica le genere otra. Esto 
ocurre cuando al tener un derecho (right) se gene-
ra la facultad de ejercitarlo (libertad); o la persona 
que tiene un deber (duty) no tiene el derecho de 
negarse a cumplirlo (no right) (salvó los casos de 
objeción de conciencia).

En complemento a la propuesta de Williams 
(1956) existirían: i) relaciones de oposición y co-
rrelatividad bidireccionales; ii) relaciones de corre-
latividad unidireccionales (flechas horizontales):

Figura 5. Oposición y correlatividad bidireccional

Fuente: elaboración propia, a partir de Lozada (2016, p. 5).

Si el cuadro de oposición se aplicase al núcleo 
fundamental del derecho al voto en el sistema 
constitucional colombiano, daría como resultado:

Figura 6. Cuadro de oposición en la formulación lingüís-
tica del derecho al voto en Colombia

Fuente: elaboración propia. 

El hecho de que el voto esté consagrado como 
un derecho genera, para el mismo sujeto o desti-
natario, la oportunidad de decidir si lo ejerce o no 
(libertad-abstención). A su vez, por ser un derecho 
genera el deber (para la autoridad) de proteger su 
ejercicio (relación de correlatividad bidireccional), 
la oportunidad de abstenerse a votar, que también 
implica ejercitar el derecho y genera el no derecho 
a obligar a votar (relación de correlatividad bidi-
reccional). A esto hay que añadir que la oportu-
nidad de abstención invalida la posibilidad de 
entender el derecho, a su vez, como un deber para 
consigo mismo (la relación de oposición es bidirec-
cional). Pero persiste un problema en la formula-
ción lingüística del artículo 258 cuando determina 
que es un deber ciudadano, ya que puede generar 
una relación de oposición unidireccional (que no 
es posible dentro de la criteriología propuesta por 
Hohfeld y Williams), o puede generar una contra-
dicción interna. 

A pesar de lo expuesto, la Corte Constitucional 
de Colombia sí contempló la idea que el deber al 
que apunta el artículo 258 puede ser también para 
consigo mismo: 

El sufragio viene entonces a constituir, un deber 
cuyo incumplimiento no puede ser sancionado con 
una pena o con la privación de derechos adquiridos, 
aunque es impuesto a los particulares atendiendo a 
su calidad de miembros de la comunidad política, y 
como representativo, al menos en parte, de la cuota 
de solidaridad social que corresponde a cada ciuda-
dano, en contrapartida de lo que recibe -derechos, 
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libertades y servicios-, por la aplicación eficaz del 
ordenamiento. (Sentencia C-337, 1997, p. 6)

De esta manera, con la subregla extendida por 
la Corte Constitucional de Colombia, en adjunción 
con la lógica deóntica, se encuentran al menos cua-
tro características en el alcance constitucional del 
voto en Colombia:

	◾ Al ser un derecho se permite su ejercicio.

	◾ Pero, por ser un derecho, también se permite su 
abstención.

	◾ Al constituir un deber genera la obligación de 
garantizar su ejercicio (para las autoridades 
electorales)

	◾ Pero, al elevarlo a deber ciudadano también se 
extiende como una obligación de los votantes, no 
sujeta a sanción legal por incumplimiento. 

Por esa razón, encontró la Corte Consti-
tucional, que lo único que podía hacer el con-
greso era desestimular, de forma positiva, el 
abstencionismo.

Conclusiones
Existe un cúmulo de investigaciones vigentes cuya 
unidad de análisis circula sobre la implementa-
ción del voto obligatorio en Colombia. Para ello, 
se encontró que en los sistemas constitucionales 
latinoamericanos existe la tendencia a declarar el 
sufragio como secreto y obligatorio. A favor de es-
tas pretensiones sería posible invocar la figura del 
analfabeto político, propuesta por Brecht (1970). 
Sin embargo, con una mirada alterna (desde la ló-
gica deóntica) es posible concluir que el no votante, 
al decidir omitir el votar, está ejercitando su dere-
cho. No sería un analfabeto político. 

Al igual que en el sistema constitucional ecua-
toriano, con la revisión en sede de lógica deóntica 
de la formulación lingüística del derecho al voto 
en la Constitución Política de Colombia, se allegó 
a un problema no resuelto: ¿Existe contradicción 
interna en el artículo 258?

Cuando la Constitución Política de Colombia 
otorgó una doble connotación al voto (como dere-
cho y como deber) vislumbró la ausencia en el uso de 
la técnica legislativa. Gracias a esta se encontraron 

estudios de técnica legislativa ancladas al procedi-
miento y al contenido. Aquellas que se dirigen al 
aspecto sustancial (contenido) identifican anoma-
lías comunes en la construcción de textos jurídicos, 
entre ellos el caso de los problemas estructurales, 
relacionados con la ausencia de coherencia. 

Gracias a los resultados de investigación, se 
concluye que las constituciones políticas, como la 
colombiana, al institucionalizar el principio de su-
perioridad jerárquica constitucional, como reflejo 
del concepto de validez jurídica sustancial, delimi-
tan un aspecto de la técnica legislativa, relacionado 
con los problemas estructurales. Siendo así, por de-
bajo del principio de superioridad jerárquica cons-
titucional media una segunda institucionalización, 
la de racionalidad jurídica formal, que propugna 
por la inexistencia de contradicciones al interior del 
sistema jurídico. Sin embargo, se concluye que este 
aspecto de técnica legislativa subyacente a la cons-
titución es infrajerárquico, o top down. De esta ma-
nera, con el criterio no se estima la posibilidad de 
contradicciones al interior de los artículos constitu-
cionales. Siendo así, se concluye la necesidad de ade-
lantar estudios de técnica legislativa constitucional.

Por otro lado, con la asunción del principio de 
supremacía constitucional, como parámetro de ra-
cionalidad jurídica formal, solo es posible ubicar 
contradicciones externas. Para identificar contradic-
ciones internas (y también externas) existen dos cri-
terios cimentados: el de la oposición deóntica entre 
el permiso contra la prohibición, y la contradicción 
entre la obligación contra la prohibición. A pesar 
de lo hallado, se concluye que también existe una 
contradicción normativa (interna o externa) cuan-
do hay oposición deóntica entre el acto de permitir 
contra el acto de ordenar una misma acción. Este fue 
el caso de la determinación lingüística del artículo 
258 de la Constitución Política de Colombia. 

A pesar de lo dicho, se concluyen dos 
posibilidades:

	◾ La existencia de una contradicción interna en el 
artículo 258 de la Constitución Política de Colom-
bia, derivado de su formulación lingüística, deter-
mina al mismo tiempo, un derecho y un deber.

	◾ La inexistencia de una contradicción interna 
en el artículo 258 de la Constitución Política de 
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Colombia, si se asume la subregla dada por la juris-
prudencia constitucional colombiana, donde el as-
pecto mandatorio del artículo 258 es traducido en 
términos del deber de las autoridades de proteger el 
ejercicio del derecho al voto. Sin embargo, la mis-
ma Corte Constitucional de Colombia posibilitó 
el deber ciudadano como un deber simbólico, sin 
sanción. Aquí persistiría la contradicción interna. 

Si con la subregla jurisprudencial emitida por 
la Corte Constitucional de Colombia se eliminara 
la contradicción interna, entonces persisten nue-
vos interrogantes para investigaciones futuras, 
como el siguiente: ¿Hace parte de su competencia 
eliminar imprecisiones semánticas en la redacción 
original del texto constitucional?

Referencias
Agudelo, O. (2018). La pregunta por el método: derecho y metodología de la investigación. Universidad Católica de Colom-

bia. https://repository.ucatolica.edu.co/entities/publication/0e20ba8a-cff5-499f-a8c6-bda89640fd61

Atienza, M. (1997). Contribución a una teoría de la legislación. Civitas.

Bernal, A. (2021). Conversation between electoral systems: Bolivia anda Colombia. Cuadernos de Ciencias Políticas, (11).

Brecht, B (1970). Escritos políticos. Tiempo Nuevo.

Burgoa, C. (2011). La deóntica jurídica como clave en la interpretación de las leyes fiscales. Contaduría y Administración, 
(235), 57-76. https://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0186-10422011000300004

Caicedo, G. S. (2021). Pros y contras de la implementación del voto obligatorio en Colombia. https://repository.unilibre.
edu.co/handle/10901/26351

Campos, G. (2010). Racionalidad y argumentación jurídica legislativa. En C. E. Báez (Ed.), Estudios sobre interpretación 
y argumentación jurídicas (pp. 308-342). Universidad Nacional Autónoma de México.

Díez, J. (2001). Presupuestos de un modelo racional de legislación penal. Doxa. Cuadernos de Filosofía del Derecho, (24), 
485-523. https://doxa.ua.es/article/view/2001-n24-presupuestos-de-un-modelo-racional-de-legislacion-penal

Flórez, J. (2019). Los factores determinantes del voto: por qué el voto obligatorio no es la solución al abstencionismo. Revista 
Republicana, (27), 189-210. https://ojs.urepublicana.edu.co/index.php/revistarepublicana/article/view/583/463

Granado, I. (2013). Técnica legislativa y función consultiva. Anuario Jurídico de la Rioja, (6-7), 173-203. https://
publicaciones.unirioja.es/ojs/index.php/ajr/article/view/778

Gutiérrez, O. (2015). Hacia una mejor hechura de las leyes: operadores deónticos y alotropía lingüística. Ars Iuris, (50), 
171-192. https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=8731558

Hohfeld, W. (2004). Conceptos jurídicos fundamentales. Fontamara.

Latorre, V. (2012). Bases metodológicas de la investigación jurídica. Tirant o Blanch.

López, B. D. (1992). Técnica legislativa y sistemas expertos. Revista de las Cortes Generales, (27), 175-219. https://revista.
cortesgenerales.es/rcg/article/view/234

Lozada, A. (2016). Hohfeld en la teoría de Alexy y más allá. Revista Iberoamericana de Argumentación, 1-17. 

Máynez, E. (1951). Introducción a la lógica jurídica. Fondo de Cultura Económica.

Misión de Observación Electoral. (2022). Resultados electorales congreso y presidencia 2022. https://moe.org.co/
publicacion/resultados-electorales-congreso-y-presidencia-2022/

Pérez, H. (2007). Manual de técnica legislativa. Konrad Adanauer Stiftung.

Rivera, M. M. (2017). Cuando la forma es fondo. Estudios de técnica legislativa y legilingüística. Universidad Nacional 
Autónoma de México.

Ruíz, J. (2018). Diez observaciones y un cuadro final sobre permisos y normas permisivas. Revus, 36, 41-51. https://
journals.openedition.org/revus/3728

Silva, G. (2022). ¿El derecho es puro cuento? Análisis de la sociología jurídica integral. Novum Jus, 16(2), 1-484. https://
novumjus.ucatolica.edu.co/article/view/4676

Weber, M. (2002). Economía y sociedad. Fondo de Cultura Económica.

Williams, G. (1956). The concept of legal liberty. Columbia Law Review, (56), 1130-1150.

https://repository.ucatolica.edu.co/entities/publication/0e20ba8a-cff5-499f-a8c6-bda89640fd61
https://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0186-10422011000300004
https://repository.unilibre.edu.co/handle/10901/26351
https://repository.unilibre.edu.co/handle/10901/26351
https://doxa.ua.es/article/view/2001-n24-presupuestos-de-un-modelo-racional-de-legislacion-penal
https://ojs.urepublicana.edu.co/index.php/revistarepublicana/article/view/583/463
https://publicaciones.unirioja.es/ojs/index.php/ajr/article/view/778
https://publicaciones.unirioja.es/ojs/index.php/ajr/article/view/778
https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=8731558
https://revista.cortesgenerales.es/rcg/article/view/234
https://revista.cortesgenerales.es/rcg/article/view/234
https://moe.org.co/publicacion/resultados-electorales-congreso-y-presidencia-2022/
https://moe.org.co/publicacion/resultados-electorales-congreso-y-presidencia-2022/
https://journals.openedition.org/revus/3728
https://journals.openedition.org/revus/3728
https://novumjus.ucatolica.edu.co/article/view/4676
https://novumjus.ucatolica.edu.co/article/view/4676

